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Si
    sentimos que alguno de nuestros derechos como pacientes se
    vulneran
    de alguna forma, podemos reclamar. Te contamos cada uno de
    ellos y
    cómo proceder en la queja.
  



 








  

    
En
    la actualidad el Tratado de la UE encomienda a la Comunidad la
    tarea
    de garantizar a los consumidores un alto nivel de protección,
    así
    como de promover su derecho a la información y a organizarse
    para
    salvaguardar sus intereses. Además, al definirse y ejecutarse
    otras
    políticas y acciones comunitarias la norma fundamental, obliga
    a que
    se tengan en cuenta las exigencias de la protección de los
    consumidores.
  




 








  

    
Sin
    embargo, no siempre ha sido así. La concepción de una política
    en
    materia de consumo apareció a mediados de los años setenta. Y
    es
    que el propio Tratado de Roma no preveía la instauración de
    dicha
    política, y la primera vez que los jefes de Estado y de
    Gobierno
    manifestaron su voluntad política en la materia fue en la
    Cumbre de
    París de 1972. Poco después, en abril de 1975, la Comisión
    presentó el primer programa de acción relativo a la protección
    de
    los consumidores en el que eran recogidas las cinco categorías
    de
    derechos fundamentales que constituirán la base de la
    legislación
    comunitaria en la materia:
  



  
	


        

  

    
El
            derecho a la protección de la salud y la
    seguridad.
  


        

  
	


        

  

    
El
            derecho a la protección de los intereses
    económicos.
  


        

  
	


        

  

    
El
            derecho a la indemnización de los daños.
  


        

  
	


        

  

    
El
            derecho a la información y a la educación.
  


        

  
	


        

  

    
El
            derecho a la representación.
  







 






 






 






 







  

    

      

        

          

            

              
La
              Asistencia sanitaria es la prestaci
            
          
        
      
    
  


  

    
ón
    de servicios médicos y farmacéuticos dirigidos a conservar y
    restablecer la salud, así como la rehabilitación física. La
    asistencia sanitaria cubre las contingencias siguientes:
    enfermedad
    común o profesional, lesiones derivadas de accidente, sea o no
    de
    trabajo, y la maternidad, entendida como embarazo, parto y
    puerperio.
  



 









  
Para
  ser sujeto beneficiario, a pesar de que  la Ley General de
  Sanidad
  proclama el principio de universalidad del derecho a la
  asistencia
  sanitaria, es requisito previo encontrarse incluido en alguno de
  los
  colectivos que, en atención a las distintas contingencias
  protegidas, a continuación se relacionan:



 









  
Respecto
  de las contingencias comunes son beneficiarios : a) los
  asegurados en
  el Régimen General o regímenes especiales de la Seguridad Social
  que estén afiliados, en alta, o en situación asimilada al alta, y
  al corriente en las cotizaciones. Rige el «alta de pleno derecho»

  y la automaticidad de las prestaciones cuando el empresario haya
  incumplido sus obligaciones en materia de afiliación, alta y
  cotización. b) los perceptores de pensiones y otras prestaciones
  periódicas del régimen general o asimiladas; c) los familiares o
  asimilados de los beneficiarios que estén a cargo de las personas
  indicadas en los apartados anteriores y, en caso de separación de
  hecho, las esposas e hijos de dichas personas, que vivan con el
  titular del derecho y a sus expensas, no realicen trabajo
  remunerado
  alguno ni perciban renta patrimonial ni pensión en cuantía
  superior
  al duplo del salario mínimo interprofesional y no tengan derecho
  por
  cualquier otro titulo a recibir asistencia sanitaria de la
  Seguridad
  Social en cualquiera de sus regímenes; d) los trabajadores
  españoles
  emigrantes asistidos; e) los trabajadores emigrantes retornados;
  f)
  los españoles excombatientes en la zona republicana; g) los
  españoles residentes en España sin recursos económicos; y) los
  españoles residentes en el exterior sin recursos
  económicos.




  
Respecto
  de las contingencias profesionales únicamente son beneficiarios
  los
  trabajadores por cuenta ajena que precisen de asistencia
  sanitaria
  como consecuencia de accidente de trabajo o enfermedad
  profesional,
  siempre que se encuentren afiliados, en alta o situación
  asimilada ,
  pero teniendo en cuenta que también aquí opera plenamente el
  principio de «alta de pleno derecho».




  
Por
  maternidad son beneficiarios: a) las trabajadoras afiliadas y en
  alta
  en el régimen general de la Seguridad Social; b) las pensionistas
  y
  perceptoras de prestaciones de pago periódico del régimen
  general;
  c) las beneficiarias a cargo de los titulares con derecho a
  asistencia sanitaria por enfermedad común o accidente no laboral,
  d)
  las esposas de los trabajadores titulares; e) las trabajadoras
  extranjeras, cualquiera que sea su nacionalidad, al servicio de
  las
  empresas comprendidas en el régimen general.




  
En
  cuanto al contenido de la prestación por asistencia sanitaria,
  ésta
  alcanza fundamentalmente a los siguientes aspectos : atención
  médica, tanto de carácter general como especializada;
  dispensación
  de medicamentos, especialidades farmacéuticas o fórmulas
  magistrales con propiedades para prevenir, diagnosticar, tratar,
  aliviar o curar enfermedades o dolencias; prestaciones
  ortoprotésicas
  (SS.T.S. de 27 de febrero de 1998, Ar. 2.215; 18 de diciembre,
  Ar.
  9.726; de 12 de diciembre de 1996, Ar. 9.648; 5 de marzo de 1996,
  Ar.
  1.972 y un largo etcétera), transporte sanitario, tratamientos
  dietoterapeuticos complejos, oxigenoterapia a domicilio; y
  servicios
  de información y documentación sanitaria. Y podrá otorgarse en
  base a tres modalidades diferentes: atención domiciliaria al
  enfermo, régimen ambulatorio o régimen de internado
  (hospitalización).




  
Dentro
  del régimen general previsional, tiene por objeto la prestación
  de
  los servicios médicos y farmacéuticos conducentes a conservar o
  restablecer la salud de los beneficiarios de dicho régimen, así
  como su aptitud para el trabajo. Proporcionará también los
  servicios convenientes para completar las prestaciones médicas y
  farmacéuticas y, de un modo especial, atenderá a la
  rehabilitación
  física precisa para la recuperación profesional de los
  trabajadores. El hecho causante de dicha prestación será la
  enfermedad común o profesional, las lesiones derivadas de
  accidente,
  cualquiera que sea la causa, así como el embarazo, el parto y el
  puerperio.



 







  
El
  Código Penal de 1995 contempla en el Título IX del Libro II,
  integrado por los artículos 195 y 196, los delitos de omisión del
  deber de socorro. El 195 en sus dos primeros apartados no es sino
  una
  mera reproducción, con la única salvedad de la penalidad fijada,
  de
  los párrafos 1 y 2 del artículo 489.ter del Código que se deroga,
  cuya actual redacción correspondía a la modificación introducida
  por la Ley de 8 de abril de 1967. Por el contrario, el párrafo 3
  de
  dicho artículo introduce alguna otra modificación más relevante
  que la mera penalidad respecto al correspondiente punto 3 del
  citado
  artículo 489.ter.




  
En
  cuanto al artículo 196, con el mismo se introduce un nuevo tipo
  agravado, destinado a los supuestos de denegación de auxilio por
  personal sanitario.




  
La
  determinación de bien jurídico protegido por el delito analizado
  depende de la posición que se adopte respecto de la configuración
  del injusto en los delitos de omisión. Así, mientras la doctrina
  mayoritaria configura el injusto en los delitos de omisión sobre
  la
  base de la infracción de un deber y en tal sentido estriba en la
  solidaridad humana (MUÑOZ CONDE, RODRÍGUEZ MOURULLO, GÓMEZ
  PAVÓN),
  o en la seguridad (BAJO FERNÁNDEZ, BUSTOS RAMÍREZ), desde otro
  sector de la doctrina, hoy minoritario (COBO DEL ROSAL, CARBONELL
  MATEO o GONZÁLEZ CUSSAC), partiendo desde una concepción objetiva
  y
  unitaria de la antijuricidad, afirman que el fundamento de ésta,
  tan
  sólo vendrá dado por la lesión no puesta en peligro de un bien
  jurídico protegido -vida, integridad física, etc.-, relegando la
  cuestión de la infracción del deber al juicio de culpabilidad, en
  cuanto exigibilidad de una conducta distinta a la
  observada.




  
Partiendo
  de la configuración del injusto últimamente citada, existe una
  cierta conformidad en llegar a la conclusión de que el bien
  jurídico
  protegido en estos delitos es la vida e integridad física de las
  personas, excluyéndose otros bienes jurídicos (MAQUEDA ABREU)
  como
  la libertad sexual, el honor u otras manifestaciones de la
  libertad
  personal.




  
Entrando
  en el análisis de la conducta típica, el delito se configura como
  de omisión pura consistiendo en los casos de peligro o necesidad
  en
  relación con los bienes jurídicamente protegidos, vida e
  integridad
  física.




  
El
  tipo básico contiene dos modalidades: una principal consistente
  en
  la omisión del auxilio personal (artículo 195.1) y otra
  subsidiaria
  referente a la omisión de la demanda de auxilio de terceros
  cuando
  se esté imposibilitado de prestarlo directamente (artículo
  195.2).



 









  
La
  conducta típica consiste en no socorrer, esto es, no realizar
  actividad alguna capaz de modificar la situación de desamparo y
  peligro manifiesto y grave en que la víctima se halla, bien
  aminorando la gravedad del mal, su inminencia o la probabilidad
  de su
  realización. Consecuentemente, el socorro ha de ser eficaz, de
  tal
  modo que no existe delito si el socorro esperado hubiera sido en
  todo
  caso absolutamente inútil.




  
Se
  requiere que la víctima se encuentre en situación de desamparo,
  esto es, incapacitada para prestarse ayuda a sí misma, o sin
  posibilidad de recibir ayuda de otras personas, y en peligro
  manifiesto, actual y grave.




  
El
  tipo contiene una referencia a la ausencia de riesgo propio o de
  tercero, referencia que la doctrina mayoritaria considera afecta
  exclusivamente a la culpabilidad. El riesgo ha de hacer
  referencia a
  la puesta en peligro de la propia vida o integridad física del
  sujeto o de un tercero.




  
La
  figura subsidiaria (artículo 195.2), «el que impedido de prestar
  socorro, no demande con urgencia auxilio ajeno» no plantea
  peculiaridad relevante respecto al tipo principal.




  
Sujeto
  activo puede serlo cualquiera, y sujeto pasivo, la persona
  titular de
  los bienes jurídicos puestos en situación de peligro.




  
Desde
  el punto de vista de la culpabilidad, el delito se configura como
  doloso sin que se sancione la omisión imprudente por error
  vencible
  sobre la situación de desamparo o de peligro de la víctima, o, en
  su caso, sobre la situación de riesgo derivable para el propio
  sujeto o un tercero de su acción de socorrer.




  
Tratándose
  de delitos de omisión pura, no requieren la producción de ningún
  resultado. Basta con la omisión del socorro, bien no
  prestándoselo
  directamente a la víctima o no demandándolo de un tercero, para
  la
  comisión perfecta del delito, que de otra parte no admite
  evidentemente la tentativa.




  
El
  artículo 195.3 contempla una agravación del tipo básico, derivada
  del hecho de que la situación de desamparo o peligro en que se
  encuentra la víctima derivara de accidente ocasionado, situación
  de
  hecho, producida por el que omite el auxilio. De acuerdo con
  ello,
  para la apreciación de este subtipo agravado será precisa la
  concurrencia de todos y cada uno de los requisitos ya analizados
  en
  el tipo básico.




  
La
  cuestión básica que plantea el mismo estriba en el hecho de que
  lo
  que supone la nueva redacción del artículo 195.3, es el
  establecimiento de un límite genérico a la teoría de la
  injerencia, recogida en el artículo 11 y particularmente en el
  apartado b), rompiendo sus consecuencias, esto es, la posición de
  garante, tanto en la hipótesis de que la situación de riesgo a
  que
  ha dado origen la actuación del sujeto sea debida a caso
  fortuito, o
  a imprudencia del mismo.




  
La
  penalidad fijada para el tipo básico en cualquiera de sus dos
  modalidades es la de multa de tres a doce meses, mientras que
  para el
  tipo agravado, si el accidente fuera ocasionado fortuitamente, la
  pena se fija en prisión de seis meses a un año y multa de seis a
  doce meses, y si el accidente se debiera a imprudencia, en
  prisión
  de seis meses a dos años y multa de seis a veinticuatro
  meses.




  
El
  artículo 196, «el profesional, que estando obligado a ello,
  denegare asistencia sanitaria o abandonare los servicios
  sanitarios,
  cuando de la denegación o abandono se derive riesgo grave para la
  salud de las personas [...]», constituye la mayor novedad dentro
  de
  este título.




  
La
  conducta típica, formulada alternativamente, consiste en denegar
  la
  asistencia sanitaria o abandonar los servicios sanitarios,
  estándose
  por tanto ante un delito de omisión pura y simple.




  
La
  conducta quedará consumada desde ese instante, pero el tipo exige
  la
  concurrencia de dos elementos normativos: que se esté obligado a
  ello y que el abandono o denegación comporte grave riesgo para la
  salud de las personas.




  
El
  término «estando obligado a ello» conjugado con el hecho de que
  el
  sujeto activo sea un profesional, que además ha de serlo de la
  sanidad, pues en caso contrario, carecería de sentido la
  referencia
  a la asistencia «sanitaria» que se deniegue, o al servicio
  «sanitario» que se abandona, implica que el elemento normativo
  que
  se analiza nos remita a la normativa profesional de médicos,
  A.T.S.,
  Auxiliares Sanitarios o Farmacéuticos y en relación con el
  servicio
  sanitario profesional que prestan en los centros públicos o
  privados
  de tal naturaleza. En definitiva, el precepto ha de entenderse
  dirigido a la denegación de asistencia o abandono cuando se está
  de
  servicio, pues caso contrario sería de aplicación el tipo básico
  del artículo 195.1.



 









  
Respecto
  al segundo elemento normativo del tipo, el mismo exige que de la
  omisión se derive un riesgo grave para la salud, esto es, riesgo
  grave para la vida o la integridad física, riesgo que de no darse
  con dicha gravedad excluiría el tipo, pasando la conducta omisiva
  a
  integrar una mera infracción profesional.




  
Respecto
  al sujeto activo, y partiendo de lo dicho, y de que se trata
  básicamente de un delito especial impropio, sólo podrán serlo los
  profesionales de la sanidad.




  
En
  cuanto a la penalidad, dado que se trata de un tipo agravado
  referido
  consecuentemente al tipo básico del 195.1 y 195.2, ésta será la
  mitad superior de la señalada para el mismo, y la inhabilitación
  especial por tiempo de seis meses a tres años. Sólo en supuestos
  especiales cabrá referir la agravación de la pena al supuesto ya
  agravado del artículo 195.3.



 






 







  

    

      

        

          

            
Si
            sentimos que alguno de nuestros derechos como pacientes
            se vulneran
            de alguna forma, podemos reclamar. Te contamos cada uno
            de ellos y
            cómo proceder en la queja. Según el Diccionario de
            términos
            médicos de la Real Academia Nacional de Medicina, un
            paciente es la
            persona “que recibe o va a recibir atención médica, ya
            sea por
            padecer una enfermedad ….Por tanto, todos somos
            pacientes, no
            siempre enfermos. Y como tales, tenemos derechos y
            deberes que no
            siempre conocemos. “Falta formación. Las organizaciones
            los damos
            a conocer, pero quizá no llegan a todo el mundo. Por
            tanto, aplican
            el sentido común. Todos debemos hacerlos valer”. Y
            nuestros
            derechos se incumplen. . Pero no existe mala voluntad;
            las prisas y
            la sobresaturación de las plantillas (por ejemplo, la
            escasez de
            enfermería) hacen que no se estén respetando
            escrupulosamente”. 
            Las largas 
          
        
      
    
  


  

    

      

        

          

            

              
listas
              de espera
            
          
        
      
    
  


  

    

      

        

          

            
 para
            algunas operaciones o las 
          
        
      
    
  


  

    

      

        

          

            

              
negligencias
              médicas
            
          
        
      
    
  


  

    

      

        

          

            
 son
            otros claros incumplimientos. Pero hay muchos más.
            
          
        
      
    
  





 






  

    

      

        

          

            

              
¿Cómo
podemos conocer nuestros derechos para poder hacerlos valer? Un
breve
repaso normativo puede servir de ayuda. La 
            
          
        
      
    
  
  

    

      

        

          

            

              

                
Ley
General de Sanidad de 1986
              
            
          
        
      
    
  
  

    

      

        

          

            

              
 ya
establecía nuestros derechos y deberes fundamentales, que se
completaron con la 
            
          
        
      
    
  
  

    

      

        

          

            

              

                
Ley
de Autonomía del Paciente (41/2002)
              
            
          
        
      
    
  
  

    

      

        

          

            

              
,
cuyo desarrollo concierne a las comunidades autónomas. Otras de las
normativas que nos afectan como pacientes son la
            
          
        
      
    
  
  

    

      

        

          

            

              

                
 Ley
de Cohesión y Calidad del Sistema Nacional de Salud
              
            
          
        
      
    
  
  

    

      

        

          

            

              
 y
el real decreto ley, que desde 2018, garantiza de nuevo el acceso a
la sanidad a todos los residentes en España, tras seis años sin
cobertura para los extranjeros.
            
          
        
      
    
  




  

    

      

        

          

            
Todas
            estas normativas tienen su traslación práctica en
            
          
        
      
    
  


  

    

      

        

          

            

              
leyes
              o cartas de derechos y deberes de los usuarios de los
              servicios
              sanitarios
            
          
        
      
    
  


  

    

      

        

          

            
 que
            ha elaborado cada autonomía.
          
        
      
    
  



                    
                    
                

                
            

            
        

    
        
            
                
                
                    
                    
                        Derechos de los pacientes: uno a uno
                    

                    
                    
                

                
                
                    
                    
                    


  

    

      

        

          

            

              
Los
              describimos a continuaci
            
          
        
      
    
  


  

    
ón.
  



 









  
1.
  Derecho a medidas preventivas, que promocionen la salud y la
  prevención de la enfermedad. Este derecho básico se debe
  implementar de forma transversal, pues afecta al ámbito
  sanitario,
  pero también al laboral y a la educación. Conlleva facilitar
  entornos saludables, educación en hábitos y estilos de vida
  saludables, vacunación, diagnóstico precoz…



 









  
2.
  Derecho al acceso a los servicios sanitarios de forma gratuita,
  sin
  discriminación por recursos económicos, lugar de residencia o
  tipo
  de enfermedad. Supone la asignación de médico y el acceso a
  medicinas financiadas. Este derecho implica que, en temas de
  sanidad,
  no debería afectar vivir en una u otra región.



 









  
3.
  Derecho a la información de los servicios sanitarios y cómo
  utilizarlos. “A veces no se conoce que en algunos centros de
  salud
  hay un trabajador social o un psioterapeuta en un hospital”. Y si
  no se sabe qué tenemos a nuestra disposición, no podremos ni
  plantear su uso. Una mejor transparencia en los resultados de
  salud
  del centro también ayuda. Asimismo, tenemos derecho a conocer los
  problemas sanitarios de la colectividad cuando impliquen un
  riesgo
  para la salud pública o para nuestra salud individual.



 









  
Este
  derecho también abarca la información sobre nuestro estado de
  salud. Se comunica verbalmente, por lo general, pero eso no es
  óbice
  para que se nos facilite el acceso directo a nuestro historial
  clínico, pruebas e informes médicos, de tal manera que podamos
  obtener una copia gratis. Las nuevas tecnologías acercan este
  derecho a través de una serie de plataformas impulsadas por el
  Ministerio de Sanidad y desarrolladas por las comunidades
  autónomas.
  





  
4.
  Derecho al consentimiento. Relacionado con el derecho anterior,
  los
  profesionales deben proporcionar información comprensible que
  pueda
  permitir participar activamente y con libertad en las decisiones
  que
  conciernan a nuestra salud: posibles actuaciones e intervenciones
  y
  su finalidad, riesgos, molestias, efectos secundarios y
  alternativas.
  El derecho a una segunda opinión médica entraría en este
  punto.




  
Tiene
  su máxima expresión en el “consentimiento informado”, un
  trámite burocrático por el que el médico informa sobre los
  detalles de la operación y el paciente la autoriza, aunque puede
  revocarlo en cualquier momento por escrito. “En 7 de cada 10
  casos
  de reclamaciones de pacientes por efectos adversos ocasionados
  por
  los tratamientos no se ofreció el consentimiento”. Si hay riesgo
  para la salud pública o es grave para la integridad del enfermo y
  no
  es posible conseguirlo, no se tramita; también cabe la
  posibilidad
  de que podamos expresar por escrito nuestro deseo de no ser
  informados.



 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 








 









  

    
CAPÍTULO
    1. EL DERECHO A LA SALUD
  



 






 






 







  

    
Si
    crees que has sufrido un error médico puedes reclamar en
    distintas
    webs y teléfonos de los servicios públicos de salud. ¿Qué puede
    hacerse ante una presunta negligencia? Se puede reclamar y
    denunciar.
    Y, además, «se debe hacer» para evitar que estos casos se sigan
    repitiendo.  Porque, aunque lo mejor es evitar las malas
    prácticas
    médicas, una vez producidas «es necesario que sean depuradas
    para
    mantener un sistema sanitario eficaz».
  




  
ara
  reclamar o denunciar presuntos negligencia o error médico, las
  páginas webs y los teléfonos donde puedes informarte, contactar o
  descargar las solicitudes de reclamación y quejas son los
  siguientes:



 









  
Andalucía.
  Puedes reclamar aquí, en este enlace o en el teléfono de Salud
  Responde (955 54 50 60).




  
Aragón.
  En esta web tienes información para reclamar (este es el
  documento
  para hacerlo). También puedes realizarlo aquí. Si prefieres,
  puedes
  hacerlo en el teléfono 976 76 55 07 (Servicio de Atención al
  Usuario), el fax  976 76 56 75 o por correo electrónico:
  atpaciente.servet@salud.aragon.es.




  
Asturias.
  Puedes informarte en esta web y en el Servicio de Atención al
  Ciudadano. Asimismo, puedes acudir a la Oficina de Atención
  Ciudadana presencial o telefónicamente (Oviedo: 985 10 57 64;
  Gijón:
  985 17 25 51; y Avilés: 985 12 83 80).




  
Canarias.
  Es posible consultar esta web o escribir un correo a
  sanidad@gobiernodecanarias.org. Además, puedes reclamar en los
  teléfonos 928 11 89 58 (Gran Canaria) y  922 47 47 68
  (Tenerife).




  
Cantabria.
  Puedes reclamar aquí, rellenar este documento de reclamación o
  llamar al Servicio de Salud Pública (942 20 99 35).




  
Castilla-La
  Mancha. Consulta esta web o llama al 012, teléfono único de
  información.




  
Castilla
  y León. Puedes rellenar esta solicitud de reclamación, consultar
  aquí o llamar al teléfono de la Consejería correspondiente (983
  41
  36 00).




  
Cataluña.
  Puedes informarte en esta dirección y aquí. Además, el servicio
  catalán de salud dispone para ello del teléfono 93 403 85 85  y
  el
  fax 93 403 89 25, así como el correo
  atenciociutadana@catsalut.cat.




  
Ceuta.
  Para presentar una reclamación puedes consultar aquí.




  
Comunidad
  Valenciana. Si quieres reclamar, encuentra información aquí,
  rellena esta solicitud o llama al teléfono 96 192 80 00
  (servicios
  centrales).




  
Extremadura.
  Puedes consultar esta web y descargar la solicitud,
  cumplimentarla y
  enviarla por correo electrónico a
  defensor.usuarios.sspe@salud-juntaex.es. Además, en Badajoz
  puedes
  ir al Servicio de Atención al Usuario Hospital Infanta Cristina y
  al
  del Hospital Perpetuo Socorro. En Cáceres, al Hospital San Pedro
  de
  Alcántara (927 25 63 44), al Hospital Nuestra Señora de la
  Montaña
  (927 25 68 02) y al Servicio de Atención al Usuario Gerencia del
  Área de Salud (927 21 43 22).




  
Galicia.
  Puedes llamar al teléfono único 012 o consultar aquí y
  aquí.




  
Islas
  Baleares. Para reclamar, puedes consultar aquí o telefonear a los
  números 971 17 73 83 (Consejería de Sanidad) y 971 17 56 00
  (Servicio de Salud).




  
Madrid.
  Consulta la web de quejas y sugerencias o tramitar la gestión
  aquí.
  También es posible reclamar en el teléfono 915 86 70 00.




  
Melilla.
  Aquí puedes elevar tus quejas.




  
Murcia.
  Es posible presentar las quejas, sugerencias… en esta dirección,
  además de llamar al teléfono de información de Sanidad 968 36 59
  00 (en horario de atención de 9:00 a 14:00).




  
Navarra.
  Puedes reclamar aquí y rellenar este documento, además de
  dirigirte
  a las unidades de atención al paciente o escribir al correo
  salud.responde@navarra.es.




  
País
  Vasco. En este portal están las direcciones y teléfonos a los que
  puedes recurrir. Además, como se explica aquí, puedes reclamar
  presencialmente en cualquier Servicio de Atención al Paciente y
  Usuario de los centros de salud, ambulatorios, hospitales, en el
  Departamento de Salud o de sus delegaciones territoriales. Si
  prefieres el correo postal, dirige tu reclamación al centro
  sanitario al que se refieren los hechos, al Departamento de Salud
  o a
  sus delegaciones territoriales.




  
La
  Rioja. En esta web encontrarás el modo de reclamar. Además,
  puedes
  acudir de manera presencial a los centros de salud o los
  hospitales,
  donde hay un punto de información y atención al usuario.
  Asimismo,
  puedes informarte en Salud Responde y en el teléfono 941 29 83
  33.




  
Los
  datos que debe incluir tu reclamación




  
Al
  presentar una reclamación deben aparecer siempre estos datos,
  independientemente de la vía que escojas para hacerla:



 









  
El
  servicio, centro o establecimiento al que diriges la
  reclamación.




  
Tu
  nombre, apellidos y domicilio completo.




  
Exposición
  de los hechos que denuncias.




  
Lugar
  y fecha en que haces el escrito.




  
Firma.




  
Para
  poder denunciar una negligencia médica no basta con que se haya
  cometido un error, sino que es necesario demostrar que existe una
  acción u omisión que ha causado un daño. 




 









  
Cuál
  es el procedimiento para interponer una denuncia a un médico de
  la
  Seguridad Social




  
Acudes
  a urgencias por dolor abdominal y te diagnostican gases. No estás
  conforme y acudes al hospital más cercano, donde te hacen pruebas
  y
  te encuentran síntomas que parecen ser de apendicitis. Así
  resulta
  ser, por lo que te operan de inmediato. Es un caso real en el
  que,
  «evidentemente, hay un error diagnóstico, pero no así daño,
  puesto que la operación te la tenían que haber realizado
  igualmente
  debido a la apendicitis». En este caso no se podría denunciar,
  pero
  hay otros muchos en los que sí es posible, por lo que explicamos
  cómo, en qué plazo o por qué se puede denunciar una mala
  praxis.



 








➡️ 

  

    
Cuándo
    se puede denunciar:
  




  
Para
  poder denunciar una negligencia médica deben darse varias
  circunstancias:



 









  
Existir
  daño: una acción u omisión que cause un daño. Por tanto, «si hay
  negligencia médica pero no hay daño, nada se puede hacer».




  
Relación
  causa-efecto: es preciso que haya «una relación de causalidad
  entre
  la negligencia y el daño», aclara el abogado experto en este
  área.



➡️ 

  

    
Requisitos:
  




  
La
  negligencia debe estar avalada por un protocolo o guía de
  actuación
  médica, tiene que demostrarse «una actuación contraria a la que
  debió llevarse a cabo según los protocolos, guías clínicas o
  documentos de consenso», puntualiza Delgado.




  
Así,
  no vale que un perito concluya que es su opinión, puesto que la
  parte contraria aportará peritos que opinen lo contrario, «y
  corresponderá a la parte que sufrió la negligencia probarla con
  documentación médica«.



➡️ 

  

    
Los
    pasos:
  




  
1.
  Lo primero que debes hacer es intentar hablar con el médico
  implicado o reclamar de manera escrita. ¿Y cómo reclamar a la
  Administración pública? Debes escribir «solicitando las
  explicaciones oportunas al respecto», comenta Ramón Prieto,
  secretario de la asociación El Defensor del Paciente. Si a cambio
  recibes evasivas o explicaciones poco convincentes, o incluso la
  callada por respuesta, debes dar el siguiente paso.



 









  
2.
  Solicitar tu historia clínica.  Cuando la obtengas, es importante
  dirigirte a un abogado especialista en Derecho Sanitario, para
  que
  estudie tus informes médicos. El letrado se apoyará siempre en un
  perito médico especialista en la patología.



 









  
3.
  Denuncia en los juzgados. Si el perito hace un informe de
  viabilidad
  favorable y establece que la causa-efecto de lo ocurrido al
  paciente
  ha sido por un error, o por una negligencia, o por una pérdida de
  oportunidad terapéutica, o por una falta de seguimiento, etc., se
  presentará una denuncia en los juzgados. Se interpone una acción
  civil contra el seguro de responsabilidad civil del Servicio de
  Salud
  de cada comunidad autónoma «o contra la entidad de salud privada
  con la que vas al médico», apunta Martín. En caso de que la
  comunidad autónoma no tenga este seguro, se interpone una
  reclamación patrimonial y posterior proceso
  contencioso-administrativo.



 









  
Negligencia




  
¿Cuál
  es el plazo?




  
Para
  exigir responsabilidad a un médico de la Seguridad Social, el
  plazo
  del que se dispone es de un año desde el momento en que se conoce
  el
  alcance de las lesiones (si se va a reclamar ante la sanidad
  privada,
  el plazo es de cinco años).



 









  
Respecto
  al tiempo de respuesta tras poner una denuncia, el proceso «suele
  demorarse un año hasta la obtención de la sentencia», aseguran
  los
  expertos. No obstante, los plazos pueden ser mucho mayores. Todo
  depende de si se recurre (otro año) o se tiene que ir al Tribunal
  Supremo (que serían tres años más).



 









  
¿Cuáles
  son las negligencias médicas más comunes?




  
Las
  negligencias pueden ser muchas y de diversa consideración. Las
  cinco
  más comunes son las siguientes:



 









  
Error
  de diagnóstico. Un diagnóstico equivocado puede tener terribles
  consecuencias. Así, el paciente puede empeorar por utilizar
  medicamentos que no debería tomar y, al mismo tiempo, implica que
  su
  enfermedad real no se está tratando por lo que existen notables
  posibilidades de que empeore.




  
Retraso
  en el diagnóstico. Tardar en ofrecer un diagnóstico puede hacer
  que
  se pierda un tiempo esencial para la recuperación del paciente.
  Peor
  aún es la pérdida de oportunidad (el retraso del diagnóstico
  supone que ya no se pueda aplicar un tratamiento que podría ser
  efectivo).




  
Problemas
  derivados de las listas de espera. Como consecuencia de la demora
  de
  determinadas pruebas o intervenciones necesarias, el paciente
  puede
  empeorar o tener nuevas dolencias asociadas a la primera, que se
  podrían haber evitado.




  
Problemas
  con el consentimiento informado. No informar adecuadamente al
  paciente de los riesgos que puede tener una intervención
  quirúrgica
  o un procedimiento (pruebas de alergia, TAC, etc.).




  
Errores
  en el tratamiento o en una intervención. Equivocaciones en la
  medicación (o la dosis necesaria) y el olvido de gasa u oro
  material
  quirúrgico en el interior de un paciente durante una intervención
  son errores relativamente frecuentes.




  
¿Cuánto
  cuesta poner una denuncia?




  
Denunciar
  una negligencia es un proceso que te puede llevar tiempo y
  suponer
  dinero, además de una fuerte carga emocional. Por ello muchas
  víctimas no toman esta decisión. Sin embargo, tanto los abogados
  como el secretario de la asociación citada animan a
  hacerlo.



 









  
Respecto
  al coste económico, debes ser consciente de que deberás pagar los
  honorarios de un abogado y un procurador. Sin embargo, ambos
  letrados
  coinciden en señalar que solo se abona en caso de que ganen el
  caso.
  Sí habrá que pagar «un poder notarial (para que el abogado te
  represente), que suele rondar los 70 euros».



 









  
Además,
  necesitarás asumir «el coste de un informe pericial por parte un
  médico que se presente a juicio y defienda, frente a la otra
  parte,
  que ha existido el error en cuestión». Será lo más costoso, pues
  hay muy pocos médicos que lo hacen, confiesa.



 









  
¿Qué
  conseguiré?




  
Al
  denunciar un error médico que ha supuesto un daño, lo habitual es
  obtener una compensación económica.  Aunque conviene aclarar que
  esta no es la prioridad de quien denuncia una negligencia médica,
  ya
  que lo hace, sobre todo, «para que lo sucedido no le vuelva a
  ocurrir a nadie más».



 









  
Sin
  embargo, las condenas penales son escasas y, además, «sin
  antecedentes penales, tampoco tienen pena de prisión», reconocen 
  que, cuando se trata de una denuncia penal, «rara vez hay
  prisión,
  y como máximo se puede obtener la inhabilitación, aunque también
  es muy difícil«.



 









  
Lo
  que sí es posible es ganar el pleito y publicarlo en los medios
  de
  comunicación. Esto sí les afecta más, puesto que los
  profesionales
  viven de su imagen, «y si te sacan en prensa siendo el
  responsable
  de una mala praxis, el daño a la reputación puede ser el mayor de
  los castigos que reciban».



 






 






 







  
1.1.
  REGULACIÓN EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA DE 1978



 






 







  
1.1.1.
  EL ARTÍCULO 43 DE LA CONSTITUCIÓN



 






 






                    
                    
                

                
            










